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La reforma del Código Penal recoge el reconocimiento 
de los profesionales sanitarios como autoridad pública 

El Boletín Oficial del Estado, en su edición del pasado martes, 31 de 

marzo, publicó la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo de reforma 
del Código Penal donde se recoge nueva normativa que afecta al 

sector sanitario en aspectos como el reconocimiento como autoridad 
pública de los profesionales sanitarios que trabajen como funcionarios 

en el ámbito público. Asimismo, se incluyen modificaciones relativas a 

las penas por falsificación de medicamentos, y se modifican artículos 
del Código Penal relativos al dopaje 

Madrid, 7 de abril 2015 (medicosypacientes.com) 

El Boletín Oficial del Estado, en su edición del pasado martes, 31 de marzo, 

publicó la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal donde se 

recoge nueva normativa que afecta al sector sanitario en aspectos como el 
reconocimiento como autoridad pública de los profesionales sanitarios que 

trabajen como funcionarios en el ámbito público en caso de sufrir agresión 
que pasa a ser considerada como delito de atentado. 

Asimismo, se incluyen modificaciones relativas a las penas impuestas por la 
falsificación de medicamentos, y se modifican artículos del Código Penal 

relativos al dopaje.  

Profesionales sanitarios, autoridad pública 

Se modifica el artículo 550, que queda redactado como sigue: 

«1. Son reos de atentado los que agredieren o, con intimidación grave o 
violencia, opusieren resistencia grave a la autoridad, a sus agentes o 

funcionarios públicos, o los acometieren, cuando se hallen en el ejercicio de 
las funciones de sus cargos o con ocasión de ellas. 

En todo caso, se considerarán actos de atentado los cometidos contra los 

funcionarios docentes o sanitarios que se hallen en el ejercicio de las 
funciones propias de su cargo, o con ocasión de ellas. 

2. Los atentados serán castigados con las penas de prisión de uno a cuatro 

años y multa de tres a seis meses si el atentado fuera contra autoridad y de 
prisión de seis meses a tres años en los demás casos. 

3. No obstante lo previsto en el apartado anterior, si la autoridad contra la 
que se atentare fuera miembro del Gobierno, de los Consejos de Gobierno 

de las Comunidades Autónomas, del Congreso de los Diputados, del Senado 
o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, de las 

Corporaciones locales, del Consejo General del Poder Judicial, Magistrado 



del Tribunal Constitucional, juez, magistrado o miembro del Ministerio 

Fiscal, se impondrá la pena de prisión de uno a seis años y multa de seis a 
doce meses.» 

Se modifica el artículo 551, que queda redactado como sigue: 

«Se impondrán las penas superiores en grado a las respectivamente 

previstas en el artículo anterior siempre que el atentado se cometa: 

1.º Haciendo uso de armas u otros objetos peligrosos. 

2.º Cuando el acto de violencia ejecutado resulte potencialmente peligroso 
para la vida de las personas o pueda causar lesiones graves. En particular, 

están incluidos los supuestos de lanzamiento de objetos contundentes o 
líquidos inflamables, el incendio y la utilización de explosivos. 

3.º Acometiendo a la autoridad, a su agente o al funcionario público 

haciendo uso de un vehículo de motor. 

4.º Cuando los hechos se lleven a cabo con ocasión de un motín, plante o 
incidente colectivo en el interior de un centro penitenciario.» 

Falsificación de medicamentos 

Se modifica el artículo 361, que queda redactado como sigue: 

«El que fabrique, importe, exporte, suministre, intermedie, comercialice, 

ofrezca o ponga en el mercado, o almacene con estas finalidades, 
medicamentos, incluidos los de uso humano y veterinario, así como los 

medicamentos en investigación, que carezcan de la necesaria autorización 
exigida por la ley, o productos sanitarios que no dispongan de los 
documentos de conformidad exigidos por las disposiciones de carácter 

general, o que estuvieran deteriorados, caducados o incumplieran las 
exigencias técnicas relativas a su composición, estabilidad y eficacia, y con 

ello se genere un riesgo para la vida o la salud de las personas, será 
castigado con una pena de prisión de seis meses a tres años, multa de seis 
a doce meses e inhabilitación especial para profesión u oficio de seis meses 

a tres años.» 

Se modifica el artículo 362, que queda redactado como sigue: 

«1. Será castigado con una pena de prisión de seis meses a cuatro años, 
multa de seis a dieciocho meses e inhabilitación especial para profesión u 

oficio de uno a tres años, el que elabore o produzca, 

a) un medicamento, incluidos los de uso humano y veterinario, así como los 
medicamentos en investigación; o una sustancia activa o un excipiente de 

dicho medicamento; 

b) un producto sanitario, así como los accesorios, elementos o materiales 
que sean esenciales para su integridad; 



de modo que se presente engañosamente: su identidad, incluidos, en su 

caso, el envase y etiquetado, la fecha de caducidad, el nombre o 
composición de cualquiera de sus componentes, o, en su caso, la 

dosificación de los mismos; su origen, incluidos el fabricante, el país de 
fabricación, el país de origen y el titular de la autorización de 
comercialización o de los documentos de conformidad; datos relativos al 

cumplimiento de requisitos o exigencias legales, licencias, documentos de 
conformidad o autorizaciones; o su historial, incluidos los registros y 

documentos relativos a los canales de distribución empleados, siempre que 
estuvieran destinados al consumo público o al uso por terceras personas, y 
generen un riesgo para la vida o la salud de las personas. 

2. Las mismas penas se impondrán a quien altere, al fabricarlo o elaborarlo 
o en un momento posterior, la cantidad, la dosis, la caducidad o la 
composición genuina, según lo autorizado o declarado, de cualquiera de los 

medicamentos, excipientes, productos sanitarios, accesorios, elementos o 
materiales mencionados en el apartado anterior, de un modo que reduzca 

su seguridad, eficacia o calidad, generando un riesgo para la vida o la salud 
de las personas.» 

Ciento noventa. Se añade un nuevo artículo 362 bis, que queda redactado 
como sigue: 

«Será castigado con una pena de prisión de seis meses a cuatro años, 
multa de seis a dieciocho meses e inhabilitación especial para profesión u 
oficio de uno a tres años, el que, con conocimiento de su falsificación o 

alteración, importe, exporte, anuncie o haga publicidad, ofrezca, exhiba, 
venda, facilite, expenda, despache, envase, suministre, incluyendo la 

intermediación, trafique, distribuya o ponga en el mercado, cualquiera de 
los medicamentos, sustancias activas, excipientes, productos sanitarios, 
accesorios, elementos o materiales a que se refiere el artículo anterior, y 

con ello genere un riesgo para la vida o la salud de las personas. 

Las mismas penas se impondrán a quien los adquiera o tenga en depósito 
con la finalidad de destinarlos al consumo público, al uso por terceras 

personas o a cualquier otro uso que pueda afectar a la salud pública.» 

Se añade un nuevo artículo 362 ter, que queda redactado como sigue: 

«El que elabore cualquier documento falso o de contenido mendaz referido 
a cualquiera de los medicamentos, sustancias activas, excipientes, 

productos sanitarios, accesorios, elementos o materiales a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 362, incluidos su envase, etiquetado y modo de 
empleo, para cometer o facilitar la comisión de uno de los delitos del 

artículo 362, será castigado con la pena de seis meses a dos años de 
prisión, multa de seis a doce meses e inhabilitación especial para profesión 

u oficio de seis meses a dos años.» 

Se añade un nuevo artículo 362 quater, que queda redactado como sigue: 



«Se impondrán las penas superiores en grado a las señaladas en los 

artículos 361, 362, 362 bis o 362 ter, cuando el delito se perpetre 
concurriendo alguna de las circunstancias siguientes: 

1.ª Que el culpable fuere autoridad, funcionario público, facultativo, 

profesional sanitario, docente, educador, entrenador físico o deportivo, y 
obrase en el ejercicio de su cargo, profesión u oficio. 

2.ª Que los medicamentos, sustancias activas, excipientes, productos 

sanitarios, accesorios, elementos o materiales referidos en el artículo 362: 

a) se hubieran ofrecido a través de medios de difusión a gran escala; o 

b) se hubieran ofrecido o facilitado a menores de edad, personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección, o personas especialmente 

vulnerables en relación con el producto facilitado. 

3.ª Que el culpable perteneciera a una organización o grupo criminal que 
tuviera como finalidad la comisión de este tipo de delitos. 

4.ª Que los hechos fuesen realizados en establecimientos abiertos al público 
por los responsables o empleados de los mismos.» 

Dopaje 

Se añade un nuevo artículo 362 quinquies, que queda redactado como 
sigue: 

«1. Los que, sin justificación terapéutica, prescriban, proporcionen, 

dispensen, suministren, administren, ofrezcan o faciliten a deportistas 
federados no competitivos, deportistas no federados que practiquen el 
deporte por recreo, o deportistas que participen en competiciones 

organizadas en España por entidades deportivas, sustancias o grupos 
farmacológicos prohibidos, así como métodos no reglamentarios, destinados 

a aumentar sus capacidades físicas o a modificar los resultados de las 
competiciones, que por su contenido, reiteración de la ingesta u otras 
circunstancias concurrentes, pongan en peligro la vida o la salud de los 

mismos, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos 
años, multa de seis a dieciocho meses e inhabilitación especial para empleo 

o cargo público, profesión u oficio, de dos a cinco años. 

2. Se impondrán las penas previstas en el apartado anterior en su mitad 
superior cuando el delito se perpetre concurriendo alguna de las 
circunstancias siguientes: 

1.ª Que la víctima sea menor de edad. 

2.ª Que se haya empleado engaño o intimidación. 

3.ª Que el responsable se haya prevalido de una relación de superioridad 
laboral o profesional.»  


